Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Está abierta la sesión. 
(Es la hora 13 y 49 minutos) 


Continuamos con el análisis del proyecto de ley Ordenamiento y Desarrollo Territorial 
Sostenible. En la sesión pasada recibimos a representantes de la Cátedra de Arquitectura Legal y del 
Instituto de Teoría de la Arquitectura y Urbanismo de la Facultad de Arquitectura, pero no tuvimos 
tiempo de escuchar la exposición de estos últimos, por lo que lo haremos en la sesión de hoy. 


SEÑOR ACUÑA.- Muchas gracias señora Presidenta y señores Senadores por recibirnos. 


Hoy vamos a terminar de redondear la exposición de la Facultad de Arquitectura, ya que el 
trabajo realizado se hizo en conjunto entre el Instituto de Teoría de la Arquitectura y Urbanismo y la 
Cátedra de Arquitectura Legal que funciona en el marco del mencionado Instituto. 


Como decíamos al final de la sesión pasada, quisiéramos completar la información. A 
solicitud del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, más precisamente de la 
DINOT, quedamos en entregar una propuesta del articulado del proyecto de ley. La propuesta 
preliminar fue presentada, aproximadamente, en el mes de abril de este año y la más ajustada, en 
agosto. Nuestra finalidad no es contraponer este articulado al de la iniciativa del Poder Ejecutivo, ni 
mucho menos, sino aportar insumos y mostrar otra manera de pensar la ley a los señores Senadores, 
a fin de que tengan más elementos para opinar sobre la iniciativa presentada por el Poder Ejecutivo 
que, en definitiva, es la sustancialmente importante. 


Queremos comenzar diciendo cómo pensamos esta propuesta de articulado y de qué 
manera acordamos hacerlo así con la DINOT. Consideramos que tendría que ser una propuesta que 
se entendiera como una ley marco. Esta norma debería ser entendida como base para un posterior 
despliegue de una serie de disposiciones de distinto rango, que vayan ajustando y complementando 
las regulaciones en materia de ordenación del territorio. Esta primera precisión es muy importante para 
nosotros porque esta disposición la elaboramos en estricto cumplimiento del acuerdo con la DINOT y, 
por ello, consta de algo más de cuarenta artículos. 


¿Cuál es la línea de pensamiento que sustenta esta propuesta? Como es obvio se basa en 
una primera aproximación al concepto de ordenación del territorio, parte de la cual figura en la iniciativa 
del proyecto de ley del Poder Ejecutivo. Luego alude a un punto de partida que estimamos importante 
explicitar, en el sentido de que el marco normativo, su proceso de planificación, gestión y organización 
institucional, a nuestro juicio, constituyen los instrumentos indispensables para el cumplimiento de los 
objetivos de un proceso de ordenación del territorio. Sobre este punto de partida fundamental -y 
basados en el concepto de que desde la perspectiva de la ley por ordenación del territorio, entendemos 
la promoción y regulación de las actuaciones y procesos de ocupación, transformación y uso del 
territorio nacional en la búsqueda de una mejor calidad de vida de la población y un aprovechamiento 
sustentable de los recursos naturales y culturales, lo cual, justamente se está retomando en este 
proyecto de ley-, nos interesó mucho explorar cuál era la materia, quiénes eran competentes en 
relación a la ordenación del territorio y cómo se llevaría a cabo. Este es nuestro hilo conductor, es 
decir, estos grandes aspectos son los que pautan, en concreto, la propuesta del articulado. 


Me voy a referir muy sucintamente a todos estos puntos para luego cederle el uso de la 
palabra al doctor Chabalgoity, quien quizá abunde en más detalles sobre todos estos aspectos. 


Respecto al “qué”, en la ordenación del territorio es necesario profundizar con relación a la 
materia y sus alcances. En ese sentido, aquí hacemos algunas consideraciones acerca de la 
localización de las actividades -creemos que una ley o una regulación de la ordenación del territorio 
se tiene que referir a este aspecto-; de los usos; de la ocupación y manejo del suelo -este es otro 
apartado importante-; de los elementos estructurantes del territorio; de la previsión pública de suelos y 
fincas; de la gestión y participación ciudadana y de los estudios sin información sobre los procesos de 
transformación del territorio. Como pueden apreciar los señores Senadores, estos son aspectos a los 


cuales hizo referencia el doctor Cousillas y que, sin duda, aparecen en la iniciativa que envió el Poder 
Ejecutivo. 


En lo que tiene que ver con el “quiénes”, si recurrimos a una sencilla matriz de doble entrada, 
en la que ponemos las competencias institucionales que hay en la materia de ordenación del territorio, 
podemos apreciar que surge una realidad muy compleja, es decir, un complejo mapa de relaciones 
interinstitucionales respecto a la ordenación del territorio, lo que se viene dando de forma explícita o 
implícita desde larga data. En todas las materias, con mayor o menor grado de claridad, siempre se 
expresan competencias concurrentes de los Gobiernos municipales, junto a uno o más organismos del 
Gobierno Central. Esta es una constatación importante que creo es bueno poner aquí sobre la mesa. 
También resulta evidente la competencia del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente en todas las materias, justamente, en cumplimiento de su Ley de creación. Entonces, en tal 
sentido, avanzar en la concepción de espacios institucionales que resuelvan esta realidad planteada, 
nos llevó a considerar como muy importante el lanzamiento de un llamado sistema nacional de 
ordenación del territorio. Sin discutir sobre las competencias y sin modificar nada con relación a ello, 
tenemos que lograr que estas competencias se ejerzan en forma coordinada. Ese es el gran desafío en 
todo este gran asunto. Este tipo de salida reconoce antecedentes que la avalarían, tanto a nivel 
internacional -en términos de legislación comparada, definiendo los Ministerios y órganos públicos que 
la integrarían y las competencias en la materia-, como en documentos del propio Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. A este último respecto, en el documento que nos 
introduce en las directrices nacionales de ordenamiento territorial, se expresa la necesidad de 
conformar un sistema nacional de ordenamiento territorial que integre los principales actores públicos 
con funciones de regulación, promoción o inversión sobre el territorio. Sobre este tema en particular, 
vimos la conveniencia de crear un consejo nacional de ordenación del territorio -algo de esto aparece 
en la propuesta del Poder Ejecutivo, aunque se maneja esta idea en otro sentido- y también concejos 
departamentales de ordenación del territorio, a los efectos de posibilitar un marco institucional para el 
ejercicio conjunto de las competencias. Estos concejos contarían con la participación, en roles 
diferenciados, de organismos e instituciones competentes y/o con incidencia en materia de ordenación 
del territorio. En ese sentido, en el articulado se hace una propuesta en cuanto a lo que significaría la 
creación de un consejo nacional de ordenación del territorio, su integración y sus competencias. 
Asimismo, luego se hace referencia a la integración de los llamados concejos departamentales del 
territorio, así como a su integración y competencias. 


Sin duda que esto remite a un problema: en cualquiera de los ámbitos en que al final se 
desarrollan las acciones de regulación del territorio, hay disputas. Entonces, aquí se hacen algunas 
consideraciones y se expresa en un articulado. A nuestro juicio, creado este marco institucional, 
debemos ver cómo se solucionarían las disputas sobre competencias. Este aspecto también está 
tomado en la iniciativa del Poder Ejecutivo. Más precisamente, nosotros creemos importante recurrir a 
la intervención del Tribunal de lo Contencioso Administrativo para la resolución de disputas, en lo que 
hace al carácter competencial. 


En cuanto al cómo, podemos decir que se remite, inevitablemente, a los instrumentos de 
planificación para la ordenación del territorio. Entonces, en el articulado -ya entregamos el documento 
en la sesión anterior y se hizo llegar el aporte de la Facultad de Arquitectura por parte del arquitecto 
Villarmarzo-, se hace referencia a los niveles y tipos de planes de ordenación. Por tanto, reconocemos 
determinados planes y luego le pediría al profesor Chabalgoity que haga referencia a sus detalles. A su 
vez, se hacen algunas puntualizaciones sobre el contenido de los planes, dependiendo de sus niveles 
y de los diversos tipos. Se hacen algunas referencias sobre la calificación del suelo, lo cual es un 
asunto muy delicado. 


A los efectos de la ordenación del territorio, reconocemos tres clases primarias, mientras que 
la iniciativa del Poder Ejecutivo reconoce otras clases. Simplemente, hacemos referencia a lo urbano, a 
lo potencialmente urbanizable y lo no urbanizable. Sobre la correlación de los planes de ordenación 
del territorio con otros instrumentos, en el articulado hay algunas disposiciones o consideraciones. Se 
destaca en la propuesta la necesidad de que haya correlación de los planes de ordenación con otros 
instrumentos de política económica, tributaria y financiera, y de la adopción de previsiones 
presupuestales en el ámbito correspondiente, que permitan cumplir con los objetivos planteados. A su 
vez, se hace referencia al registro nacional de planes de ordenación del territorio, pero también en el 
cómo hay que considerar los instrumentos de gestión y participación social. Aquí, hacemos algunas 


consideraciones en cuanto a la participación ciudadana, qué importancia tiene y cómo se debería 
concebir. Asimismo, hablamos de la figura de las operaciones territoriales consorciadas, la cual 
aparece en la iniciativa del Poder Ejecutivo. 


Por otra parte, hay un capítulo sobre el régimen de la propiedad privada en la ordenación del 
territorio, a lo cual se refirió el doctor Castro. También hay algunas otras cuestiones sobre la propiedad. 


Al final, existe un último capítulo sobre otras disposiciones de gestión en la ordenación del 
territorio. 


En consecuencia, esto sería cómo nosotros concebimos esta propuesta de proyecto de ley 
que se nos solicitó por parte de la DINOT, en su momento. 


Si la Comisión lo estima conveniente, sugeriría que el profesor Chabalgoity exponga sobre 
otros elementos. 


SEÑOR CHABALGOITY.- Creo que el profesor Acuña ya explicó los principales contenidos del trabajo 
desde el ámbito académico, de manera que simplemente voy a detenerme en dos o tres aspectos que 
me parecen sustantivos. 


En primer lugar, es importante entender que toda la temática asociada al uso, ocupación y 
transformación del territorio refiere a cómo se está usando hoy en día el territorio nacional y a cómo se 
distribuyen la población y las actividades que se desarrollan en el mismo. Así, sabemos que el 80% de 
nuestra población está en la franja costera, que tenemos grandes vacíos interiores y que existe una red 
de carreteras radiales que remiten a Montevideo; todo esto refleja una ordenación del territorio. Ese es 
el ordenamiento actual del territorio nacional, que es resultado del proceso histórico de uso, ocupación 
y transformación del espacio que la sociedad uruguaya se ha dado, es decir, de las modalidades o del 
estilo de desarrollo social y económico que la sociedad ha adoptado. En ese sentido, todo este proceso 
de ordenamiento del territorio nacional también se ha dado en el marco de un conjunto de atribuciones, 
de competencias y de normas que existían hasta el momento actual. Entonces, al trabajar en una 
nueva ley de ordenamiento territorial, el objetivo es fijar las nuevas modalidades por las cuales el país 
va a transitar en estos asuntos de cómo usar, transformar y ocupar el territorio nacional. En este 
momento ninguna de las formas de ocupación actual del territorio ni de los usos de los recursos 
naturales -sea de buen aprovechamiento, de deterioro, de exclusión social, de precariedad urbana, 
etcétera- es resultado del azar, sino que todas ellas son consecuencia de decisiones que se han ido 
tomando en este proceso histórico y que se quieren encauzar ahora por otros mecanismos de 
organización institucional e instrumentos de planificación. 


En este sentido, nos parece que un nuevo marco institucional en materia de ordenación del 
territorio, por lo menos desde el punto de vista académico, remite a cuatro aspectos que queremos 
resaltar. 


Un aspecto tiene que ver con la necesidad de conformar una mayoritaria voluntad política y 
social -en este momento del mapa político diría que la hay- para adoptar un estilo de gestión 
planificada del desarrollo. La ordenación del territorio presupone un estilo de gestión planificada donde 
el Estado debe jugar un papel distinto al que ha desempeñado hasta ahora desde el punto de vista de 
la planificación física, territorial y del desarrollo económico y social. Esto implica, sin lugar a dudas - 
atado al concepto de ordenación del territorio como la promoción y regulación de los procesos de uso y 
ocupación-, tener un Norte es decir, saber en función de qué estamos ordenando. Poder construir 
presupone una imagen prospectiva de un país deseable, de cuál sería esa conformación a la que 
deberían concurrir las distintas decisiones que se adopten en el marco de los planes, programas o 
proyectos de ordenación del territorio. 


Transitar nuevas modalidades de ordenación del territorio implica también, de alguna manera, 
cambiar algunos conceptos, valoraciones e ideas sobre el territorio, sobre el uso de los recursos e 
incluso sobre el tema de la propiedad, tema que estaba planteado en la reunión pasada. En el ámbito 
urbano es muy fácil aceptar -porque culturalmente lo tenemos asumido- que la ordenación del territorio 


limita el ejercicio del derecho de propiedad del bien, de la tierra, a través de regulaciones urbanísticas 
conocidas de altura, retiro o localización de actividades. Sin embargo, desde el punto de vista del gran 
territorio rural -y marítimo, inclusive-, aún no es culturalmente muy aceptado que procesos de 
ordenación del territorio puedan generar algunas limitaciones en el ejercicio de este derecho. De 
alguna forma, hay que trascender también en el ámbito rural el hecho de no disponer del bien, 
simplemente, por el hecho de ser el propietario -tal como decían las viejas concepciones-, sino que hay 
que entender que es parte de un interés social y de una función que deben cumplir los recursos 
naturales y el suelo. Entonces, si entendemos que estamos transitando nuevos procesos de 
ordenación del territorio, las materias -que nos planteaba el profesor Acuña, así como el doctor 
Cousillas en la sesión pasada, en el sentido de las dos grandes alternativas-, pasa a ser un elemento 
sustantivo. Hay que responder las preguntas que se formularon sobre qué procesos de uso y qué 
actividades son las que vamos a promover o regular en función de la necesidad de alcanzar mejores 
niveles de calidad de vida y un aprovechamiento sustentable de los recursos naturales. A nuestro juicio, 
esto tiene que ver con el concepto que manejemos de ordenación del territorio, lo que va a dar lugar a 
diferentes respuestas. Ahí radica la importancia de este tema. Esto también lo planteaba el doctor 
Cousillas cuando decía que de acuerdo al camino que elijamos, vamos a tener distintos resultados sin 
pronunciarnos sobre cuál es el mejor camino, cosa que no nos compete a nosotros. Tal como 
expresaba el profesor Acuña, en ese sentido, hay una serie de actividades o de materias que dan 
respuesta y en eso hay un acuerdo importante -a lo largo de una discusión que ya lleva varios años, 
más allá de esta Comisión-, sobre el tema de ordenamiento. 


Otro de los temas que plantearon el doctor Cousillas y el profesor Acuña es el relativo a la 
institucionalidad. Palabras más, palabras menos, plantearon que en todas estas materias que hacen a 
la ordenación del territorio, de una u otra forma, siempre va a aparecer un campo de competencias, 
directas, indirectas, explícitas o no, de relevancia territorial o no que hace a más de una institución del 
Estado, o del Gobierno, tanto nacional como departamental. A nuestro juicio, el gran dilema que 
debería resolver una ley de ordenamiento es cómo trabajar esta complejidad de competencia de 
relaciones institucionales. Al respecto, existen muchos ejemplos pero, en este momento, voy a citar 
uno que, quizás los señores Senadores recuerden. Por la década del 90, a nivel departamental, en 
Montevideo hubo un caso famoso de una arenera en Punta Yeguas. Allí, quedaba explicitada la 
competencia del Ministerio de Industria, Energía y Minería, en cuanto a la porción minera; del Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, porque le correspondería autorización 
ambiental previa para forestar a menos de trescientos metros de una ciudad; del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, específicamente de la Dirección Nacional de Hidrografía, por el Código 
de Aguas; de Prefectura Nacional Naval y de la Intendencia Municipal de Montevideo. Entonces, 
¿cómo resolver esa complejidad que se presenta día a día en los procesos de ordenamiento del 
territorio? Es ahí donde pueden adoptarse varios caminos. Uno, sería estudiar y redistribuir las 
competencias del conjunto de las instituciones del Estado para ver cómo se reasignan, reafirman y 
cambian. Pero es un camino extremadamente largo, dificultoso y que, difícilmente pueda ser 
propuesto, aunque es uno de los posibles. 


En el otro extremo hay un camino -que nosotros adoptamos desde el punto de vista 
académico, aunque luego hay que tener en cuenta otras consideraciones- que implica preguntarse qué 
sucedería si no discutimos la competencia de ninguna institución o de ningún ámbito del Estado y 
tratamos de encontrar un mecanismo para que cada uno continúe ejerciendo sus competencias, pero 
en forma coordinada. Si bien se puede decir que este es un camino difícil o una utopía, optamos por 
esta vía, planteando la necesidad de conformar un Sistema Nacional de Ordenación del Territorio. No 
se trata de crear una institucionalidad, sino de reconocer la existencia de un conjunto de instituciones 
públicas de distinto orden -nacional, departamental, Entes Autónomos, etcétera- que tienen 
competencia en alguna de las funciones -planificación, gestión o ejecución- relacionadas con las 
formas de usar, ocupar y transformar el territorio. Esas instituciones conformarían tal Sistema y se 
crearían ámbitos de coordinación. En particular, uno de esos ámbitos podría ser el Consejo Nacional 
de Ordenación del Territorio -al que hacía referencia el arquitecto Acuña hace un momento-, donde se 
resolvería el desarrollo de los instrumentos -después veremos el cómo- de los planes nacionales e 
interdepartamentales, es decir, de aquellos que exceden el ámbito departamental. Obviamente, este 
ámbito estaría integrado por los distintos organismos del Poder Ejecutivo relacionados con el tema, 
como la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y el Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca, es decir, todos aquellos que, en sus definiciones, tienen relevancia directa en la forma de 


usar, ocupar y transformar el territorio. También estaría integrado por el Congreso Nacional de 
Intendentes. 


Sin duda, esto puede ser discutido desde muchos puntos de vista, incluido el jurídico, pero si 
queremos tener un proceso de ordenación del territorio distinto al que hemos tenido hasta ahora, 
debemos ser capaces de encontrar la forma de resolver la problemática de la superposición de 
competencias, tal como se dio en el caso concreto de la arenera de Punta Yeguas. 


Lo expuesto está relacionado con el ámbito nacional. Para el ámbito departamental se plantea 
la creación de los Concejos Departamentales de Ordenación del Territorio, que estarían integrados, por 
supuesto, por los órganos departamentales -Intendente, Secretaría General- que tengan que ver con 
todo lo que hace al proceso de ordenación del territorio y por una representación del Poder Ejecutivo, a 
través del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


En definitiva, esta ley marcaría como señal que se continuarían ejerciendo las competencias 
como hasta ahora, pero coordinándolas a través de dos ámbitos que se crearían, en lo nacional y en lo 
departamental. 


Creo que de esta manera no se entra a discutir un tema que es muy caro en esta materia, 
como lo es el de las autonomías departamentales, que nos podría llevar a una discusión mucho más 
larga de lo deseable para aprobar un proyecto de este tipo. 


Se plantea empezar a resolver el tema de la institucionalidad de esa manera, aunque 
sabemos que trabajar bajo estas modalidades tiene mucho que ver con la voluntad de quienes dirigen 
los distintos ámbitos. 


En cuanto a los instrumentos de la ordenación, básicamente decíamos que el nuevo marco 
regulatorio implica la existencia de un consenso en cuanto a que el Estado debe llevar a cabo una 
gestión planificada de su desarrollo. No podemos planificar la ordenación del territorio si las demás 
actividades que tienen que ver con la ordenación del territorio no estén delineadas en planes de 
desarrollo social y económico. Naturalmente, debemos entender que la materia de ordenación del 
territorio no es lo mismo que el desarrollo social y económico, al igual que fue planteado que la 
ordenación del territorio no resuelve los temas de descentralización. Si bien son materias que 
interactúan, cada una tiene su propia especificidad. 


En lo que respecta al tema de la planificación para la ordenación del territorio -desde el punto 
de vista de lo que fue el debate académico, insisto-, nosotros planteamos la necesidad de que la ley 
incluyera una fuerte clarificación de cuáles son los ámbitos geográficos o territoriales que se reconocen 
para planificar. Asociado a lo que es la organización del Estado, se entiende conveniente reconocer los 
tres ámbitos geográficos que establece nuestro marco constitucional: el nacional, el departamental y el 
local, por lo que los instrumentos de ordenación van a estar referidos a esos tres ámbitos, más allá de 
que lo local tenga pendiente -como se planteó en la Comisión la sesión pasada- algunas 
reglamentaciones por vía legislativa de lo que fue la reforma del año 1996. 


En forma adicional a estos tres ámbitos básicos, reconocemos algunos otros cuando el 
territorio a ordenar excede la jurisdicción de un departamento; ahí planteamos como instrumentos de 
planificación los planes interdepartamentales de ordenación del territorio. ¿Por qué utilizamos esta 
terminología? Porque de alguna forma es de uso corriente hablar de regiones, microrregiones, 
mesorregiones, macrorregiones, cuencas, etcétera. Por la polisemia de estos términos nos parecía 
importante que una ley fijara con mucha claridad las cosas, para poder entender de qué estamos 
hablando cuando nos referimos a los distintos ámbitos territoriales de planificación. Por ejemplo, el 
concepto de “microcuenca” para algunos significa una cosa y para otros es algo distinto; ocurre lo 
mismo con el concepto de “cuenca” que significa una cosa desde el punto de vista hidrográfico y otra 
desde la perspectiva productiva. Esta es la manera que planteamos de resolver tal situación. 


También se reconoce otro ámbito geográfico de ordenación, pero en este caso urbanística, 
que son los centros poblados. En este aspecto se hace una clara diferenciación entre la materia de la 


ordenación urbanística y la materia de la ordenación del territorio. Nos parece que este asunto es muy 
importante, porque en términos de ordenación urbanística el país tiene muchos antecedentes de 
normas, como la propia Ley de Centros Poblados, planes directores urbanos, planes reguladores 
urbanos y planes de ordenamiento urbano, pero a nuestro juicio hay muy poca experiencia en cuanto a 
planes explícitos de ordenación del territorio, más allá de que la planificación de la ordenación del 
territorio siempre estuvo presente y hubo alguien que decidió cómo usar y transformar el territorio. 


¿Por qué se diferenció ahí esta materia? Es de fácil comprensión que la ciudad tiene una 
densidad de uso, de ocupación y de transformación mucho mayor que el resto del territorio nacional. 
De hecho, el ejemplo máximo de los niveles de mayor antropización de la naturaleza se da, 
justamente, en los ecosistemas y los ámbitos urbanos. Por esta razón, todos los instrumentos de 
detalle que se introduzcan van a ser mucho más precisos -como decía el doctor Cousillas- que los que 
hacen al territorio en general o a los ámbitos no urbanos. 


Nos parece importante diferenciar lo que es la ordenación urbanística de lo que es la 
ordenación del territorio; por más que lo urbano, en definitiva, también es territorio, tiene características 
muy particulares y distintas del resto. Entonces, muchos instrumentos de detalle, de las clásicas 
carteras de tierra, para viviendas, etcétera, que son materia de ordenamiento del territorio, tienen 
mucha más claridad en lo que es la ordenación urbanística. La ordenación del territorio tendría mucho 
más que ver con carteras como la de colonización, o para otros usos, pero no vamos a entrar en 
detalle. Sí nos parece importante hacer esta diferenciación. 


Para finalizar, quiero mencionar que en cuanto a los planes, reconocemos el Plan Nacional de 
Ordenación del Territorio, que es de carácter indicativo, estratégico, de grandes lineamientos y, por 
cierto, no de detalles; y para cada uno de los niveles, reconocemos los ámbitos de elaboración y de 
decisión de estos instrumentos. De alguna manera, el Plan Nacional de Ordenación del Territorio se 
aprueba para ser elevado al Poder Ejecutivo a fin de que lo sancione, a partir del Consejo Nacional de 
Ordenación del Territorio, que es el ámbito que impulsa y promueve la elaboración y discusión de estos 
planes. Naturalmente, la secretaría técnica es realizada por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, órgano competente en la materia. Asimismo, pensamos que innovamos al 
plantear como de obligatoria ejecución, en el marco de la ley, el Plan de Ordenamiento del Área 
Metropolitana de Montevideo. Se trata de un planteo concreto de nuestra propuesta académica, porque 
la entidad que tiene ese territorio es indiscutida, como así también se reconoce su complejidad y la 
necesidad impostergable de abordarla. Se establece cómo se elaboraría el Plan, definiéndose que a 
nivel del Consejo Nacional de Ordenación del Territorio, integrado por los Intendentes del Área 
Metropolitana, se tomarían las decisiones de aprobación. Pensamos que los planes nacionales no 
tendrían que ser materia legislativa, en función de la flexibilidad que deben tener. Obviamente, distinto 
es el caso de ciertas estrategias nacionales. Por su parte, los planes interdepartamentales deben ser 
definidos por aquellos departamentos, junto con el nivel nacional, que tengan competencia en esos 
territorios. Por ejemplo, si hablamos del Plan de la Cuenca de la Laguna Merín, intervendrán aquellos 
departamentos que, geográficamente, integran esa cuenca. Esos planes interdepartamentales, de 
todos modos, serían aprobados en el Consejo Nacional de Ordenación del Territorio, quedando los 
planes departamentales, locales y de ordenación urbanística de los centros poblados, para ser 
definidos en los Concejos Departamentales de Ordenación del Territorio, en los cuales también 
participa el Poder Ejecutivo, buscando esa coordinación. Naturalmente, como lo establece el marco 
jurídico, ya deberían tener una sanción legislativa departamental. Quiere decir que, de cierta forma, los 
planes departamentales terminarían en ordenanzas, que son las leyes en el ámbito municipal. 


En consecuencia, resumiendo, podemos decir que los instrumentos de planificación son esos 
tres ámbitos, la diferenciación entre la materia urbanística y la del territorio -por más que reconozcamos 
su estrecha vinculación e interdependencia- y la importancia que jugarían el Consejo Nacional y los 
Concejos Departamentales -uno por departamento- en lo que tiene que ver con la coordinación de las 
competencias de las distintas instituciones. 


Por otro lado, nos parece sustantiva la participación de la población en todo este proceso de 
elaboración, discusión, aprobación, monitoreo, implementación y seguimiento de los distintos planes. A 
ese respecto, la propuesta consiste en crear a nivel nacional la Comisión Nacional Consultiva para la 
Ordenación del Territorio, que reconoce una integración de todos aquellos ámbitos públicos y privados, 
como así también de la sociedad civil, que tengan injerencia en esta materia. Cabe destacar que esta 


Comisión tendría una actuación preceptiva en todo lo que haga a la aprobación o modificación 
sustantiva de los planes de ordenamiento. Luego, a nivel departamental, se crean las Comisiones 
Departamentales Consultivas para la Ordenación del Territorio, con integración pública, privada y social 
-Obviamente en el ámbito departamental-, que, más allá de toda discusión, de proceso de elaboración, 
seguimiento, implementación y monitoreo, tendrían una actuación preceptiva en las modificaciones que 
se quieran hacer a los planes. O sea que a fin de garantizar que los distintos intereses sectoriales, 
territoriales y corporativos puedan ser considerados de manera preceptiva en dichos planes, la 
participación propone una resolución institucional. 


El régimen de propiedad privada en ordenación del territorio parece un elemento sustantivo 
en la medida en que, como señalé al comienzo de la sesión, se ve con mayor claridad en el ámbito 
urbano o, quizás, haya más tradición de que así sea; nadie se asusta si se dice que no se puede 
construir más de cinco pisos en una determinada calle de la ciudad. Tal vez este tema plantee una 
serie de soluciones o proponga distintos pasos para expandir esta cultura, en el sentido del interés 
nacional de la organización del territorio y de la función social de la tierra al resto del territorio nacional. 


Es cuanto quería manifestar y estamos a las órdenes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Voy a hacer una pregunta. Hay una serie de ordenanzas vigentes y de leyes; 
el punto de partida es un ordenamiento que se fue dando producto de esa historia. No sé si todas las 
ordenanzas siguen estando vigentes -eso se verá posteriormente cuando los planes comiencen a 
funcionar-, pero acá se cruzan ordenanzas de carácter nacional y departamental, lo que representa un 
asunto complejo. 


No sólo se trata de ordenar un territorio y de que todo funcione armónicamente, sino de que 
ese ordenamiento lleve a un desarrollo sostenible, tal como dice el título de la ley. Creo que si no se 
cumple el segundo aspecto del desarrollo sostenible, el ordenamiento del territorio no tiene objeto, por 
lo menos así lo veo yo. Tratamos de que este territorio finito en el que vivimos los uruguayos funcione 
de la mejor manera posible por el bien de la población. Por lo tanto, repito, es muy importante que el 
ordenamiento dé lugar al desarrollo sostenible. 


Este es un punto que me preocupa porque en la complejidad de la ley que envió el Poder 
Ejecutivo y del planteo que realiza el Instituto de Teoría de la Arquitectura y Urbanismo, no veo dónde 
ubicar las previsiones de futuro. Formulo esta interrogante porque este tema me resulta muy complejo. 
Quisiera saber a dónde conducen las previsiones de futuro. Por lo tanto, solicito si se puede ampliar la 
información en este sentido. 


Por otro lado, se mencionó el territorio marítimo y quisiera saber qué ordenamiento se ocupa 
de la costa, ya que después sigue una gran franja de territorio que no sé cómo entraría en esta 
normativa. 


SEÑOR CHABALGOITY.- Voy a comenzar respondiendo la segunda pregunta. Una definición que nos 
parece importante y que es bastante consensuada es que el territorio a ordenar es todo aquel sobre el 
que se ejerce soberanía, incluido, entonces, el territorio marítimo. Sin lugar a dudas, allí las formas de 
uso, ocupación y transformación remiten a temas de navegabilidad y de pesca que, a nuestro juicio, 
también deben estar vinculados -igual que en el propio espacio aéreo- a los procesos de ordenación, 
porque ese territorio también se usa, se ocupa y se transforma. 


No sé si con esto respondo la pregunta, pero reitero que va más allá del tema de la costa en 
sí, o sea, del uso del territorio no marítimo, que es el que más acostumbramos tratar o referir. También 
hay que ver cómo se generan los procesos de navegación o las formas de pesca -como ser de arrastre 
o de altura, aunque aclaro que no es mi especialidad-, porque pensamos que también allí hay vida - 
flora y fauna- que debe ser considerada y utilizada de manera prudente e inteligente para los fines que 
el país defina. 


Con respecto al tema del desarrollo sostenible debo decir que, sin lugar a dudas, ese es un 
objetivo y nuestra legislación lo tiene incorporado en la Ley Nacional de Protección del Medio 


Ambiente. Justamente, en la propuesta académica referimos la necesidad de ese desarrollo sostenible 
acorde a lo expresado en el artículo 1? de la Ley Nacional de Protección del Medio Ambiente, que es la 
Ley N* 17.283 que reglamenta lo establecido en el artículo 47 de la Constitución. 


La ordenación del territorio promueve y regula usos con alguna finalidad. La finalidad del 
desarrollo sostenible y de una mejora de las condiciones de vida de la población, no son objetivos de la 
ley relativa a la ordenación, sino del desarrollo social y económico que el país defina. Entonces, de 
algún modo, la ordenación del territorio -y nos remitimos a lo que decíamos- necesita que el país 
transite por una forma de objetivos planificados en su desarrollo. Digo esto porque ordenamos en 
función de una imagen y del país que queremos: productivo, de servicios o el que se defina. Los 
instrumentos de ordenación plantean lo que es la oferta del ecosistema de los recursos naturales para 
cumplir, de la mejor manera, con esos objetivos de desarrollo que no son fijados por la ordenación del 
territorio. Hay una complementariedad de dos planes; de lo que es la planificación del desarrollo social 
y económico o del desarrollo productivo. No sé si estoy siendo claro -de no ser así, pido disculpas-pero 
lo que quiero decir es que un plan de ordenamiento no fija los objetivos del desarrollo social y 
económico del país. De alguna manera, los debe viabilizar para que, según la oferta y la demanda que 
el país tenga, se puedan ocupar, transformar y utilizar esos recursos. 


SEÑOR ACUÑA.- Yendo al articulado en concreto -de la iniciativa que hemos presentado-, debo decir 
que el artículo 1% parte de la declaración de interés general. Luego en el 2%, se hace referencia a esto 
de forma muy escueta. Allí se expresa que la presente disposición tiene por objeto establecer el marco 
jurídico que regirá el proceso de ordenación del territorio, de acuerdo con los objetivos y fines del 
desarrollo sostenible establecidos en la Ley N* 17.283, de 28 de noviembre de 2000 y definir 
competencias e instrumentos de planificación, participación y gestión en la materia. Por lo tanto, en 
esto preferimos ser escuetos y referirnmos a un marco normativo que alude justamente a este aspecto. 
Pretendemos que no se entienda que solamente por este marco se posibilita el desarrollo sostenible 
del país, sino que hay otros que refieren explícitamente a este tema. 


SEÑOR OLIVER.- Como todos sabemos la Dirección Nacional de Hidrografía tiene la potestad de 
regular lo relativo a embalses y uso del agua. Por ejemplo, a partir de un lago, se suscitan una serie de 
intereses que generan elementos a resolver. ¿Cómo se complementa el ordenamiento con una entidad 
que ya está ejerciendo esa actividad? 


SEÑOR CHABALGOITY.- Pensamos que a través de los instrumentos y del plan de ordenación del 
territorio -que, de alguna manera, es el que plantea la distribución de población y actividad en el 
territorio y el uso de los recursos naturales- se articularían las definiciones o decisiones según el 
ámbito que corresponda -ya sea nacional, departamental o interdepartamental- a los efectos de 
resolver el ejercicio de esa competencia. Hay que tener en cuenta que si bien la Dirección Nacional de 
Hidrografía es competente en temas de permisos de agua, en lo relativo al uso del territorio, si es en el 
ámbito departamental, las Intendencias son las competentes. También puede tener injerencia el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, dependiendo del uso del lago, por ejemplo, si se usara 
como fuente de abastecimiento de agua para riego. Asimismo, hay otro marco jurídico que es la Ley de 
Riego, que fija los locales de riego. En todo caso, el instrumento que va a dar cuenta de cuáles son los 
acuerdos institucionales para proceder a los procesos de transformación del territorio, -creación de 
lagos, construcción de carreteras, etcétera- son esos planes que tienen instancia de discusión y 
aprobación en estos ámbitos, es decir, en el Concejo Departamental o en los Concejos Nacionales de 
Ordenación. 


SEÑORA PERCOVICH.- Si no entendí mal, con respecto a esto último, es decir, a los ámbitos para el 
uso de los instrumentos, ustedes plantean la creación de un sistema nacional, de un consejo nacional, 
de concejos departamentales, locales, etcétera. Ahora bien; el proyecto de ley que envía el Poder 
Ejecutivo pone el acento en instrumentos que establecen las formas de participación en el ámbito 
nacional o departamental -involucrando a cierta cantidad de gente en esas definiciones del uso del 
territorio, etcétera- y parece plantear, más que nada por las características de los instrumentos, 
programas de desarrollo. 


En consecuencia, quisiera saber qué diferencias ven ustedes con respecto a la utilidad de 
uno u otro instrumento. ¿Les parece que la opción que plantea el Poder Ejecutivo contempla vuestras 


aspiraciones en cuanto a la participación, lo más completa posible, en la elaboración del ordenamiento 
del territorio? 


SEÑOR ACUÑA.- Hay una forma distinta de referirse a los instrumentos, en la que se les describe de 
manera muy pormenorizada. Nosotros les llamamos planes, que pueden ser de todo tipo y color. Lo 
que sucede es que en la ley se explicita qué se entiende por plan nacional y allí se establecen los 
lineamientos, las directrices, etcétera. Esto ha dado lugar a un viejo debate que incluso estuvo 
presente durante dos años en este ámbito, cuando se creó una Comisión para discutir este tema. 
Aclaro que todo esto no lo sacamos de la manga; simplemente, seguimos insistiendo en una idea que 
se empezó a gestar aquí, a través del grupo de trabajo que se creó en la legislación anterior. 


En esta propuesta se define qué es un plan nacional, un plan departamental o un plan de 
ordenación urbanística; como mínimo, tendría que contener todos estos aspectos. 


En cuanto a la participación de la ciudadanía, en la propuesta se habla de consejo nacional 
consultivo, pero no se refiere a los concejos departamentales. Creemos absolutamente importante que 
esa figura también exista a nivel departamental. En la iniciativa se mencionan las figuras clásicas de 
participación ciudadana, conocidas por todos, pero también se alude a algo que ha resultado 
fundamental en la experiencia de ordenación del territorio en América Latina: la capacidad de iniciativa 
de los ciudadanos de elevar propuestas ordenadoras. Aquí decimos más precisamente que esas 
propuestas van hacia el consejo nacional o hacia los concejos departamentales; lo otro son formas de 
participación ciudadana -también lo dice la iniciativa del Poder Ejecutivo- y se reconoce que tienen que 
estar presentes, justamente, en la elaboración, a través de estos mecanismos, de las propuestas de 
planes que se hagan para ordenar el territorio en las diferentes escalas. 


Por otro lado, me quiero referir a un pequeño detalle. ¿Por qué no nos referimos al ámbito 
geográfico rural? Preferimos llamarlo “ámbito geográfico no urbanizable” porque también está el mar, la 
costa, la cuenca, etcétera. Una cuenca contiene lo urbano y lo rural, al mismo tiempo. Entonces, aquí 
quisimos ser muy económicos e, incluso, hay un reconocimiento de ello en determinada parte de 
nuestra iniciativa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En su propuesta se dice “ámbito urbano” y luego se establece 
“potencialmente urbanizable”. Hoy me quedé pensando por qué no se mencionaba el suelo rural o 
agrícola, términos que son bastante usuales. Por potencialmente urbanizable, personalmente entendía 
que era una parte de ese suelo, que no era urbano, pero no todo. ¿Es así o esta forma de definición 
es tan flexible que puede ser urbanizable cualquier parte del territorio? ¿Cómo se explica eso? 
Estamos en un país que saca su riqueza, fundamentalmente, de la explotación del suelo, el que debe 
tener un ordenamiento, pero también una cierta protección, como ocurre en algunos departamentos. 
De hecho, en Montevideo se han protegido áreas para el cultivo hortícola, para producción de fruta o lo 
que fuere. Expresamente se le puso un límite al potencial suelo urbanizable. Me imaginaba que en una 
ley nacional habría zonas no urbanizables del territorio. No sé si soy clara con este planteo, pero tengo 
una inquietud constante sobre el tema, porque he visto que la cuestión inmobiliaria y el mercado, de 
algún modo, empiezan a constituirse en el regulador del territorio. Por ejemplo, la Ley de urgencia que 
habilitó la creación de “countries”, introdujo urbanizaciones en cualquier parte del territorio y esos 
suelos no estaban protegidos agrícolamente desde ningún ángulo. Ahora bien, la discusión es vieja, 
pero la posibilidad de trabajar sobre un proyecto de ley es algo nuevo. Así como observé en el plan de 
ordenamiento del departamento de Montevideo, zonas agrícola o paisajísticamente protegidas, no veo 
esa misma previsión en este concepto de urbanizable o de potencialmente urbanizable. 


SEÑOR ACUÑA.- Quisiera rectificarme en algo que expresé: hablaba de calificación del suelo cuando 
me refería a esas tres categorías: urbano, potencialmente urbanizable y no urbanizable. 


SEÑOR CHABALGOITY.- Como decía el arquitecto Acuña, la clasificación del suelo reconoce tres 
categorías: urbano, potencialmente urbanizable y no urbanizable, que comprende las áreas que por 
motivos diversos quedan excluidas del proceso urbanizador, cuyo destino principal sea la actividad 
agropecuaria, la protección del paisaje, del medio natural, de la biodiversidad u otros valores 
ambientales. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Ahí habría una protección. 


SEÑOR CHABALGOITY.- Lo que se hace es decir cuáles serían las categorías para clasificar el suelo. 
Dejando de lado la clasificación desde el punto de vista de lo urbano, suburbano, rural con respecto a 
la contribución, se reconocen tres categorías básicas en la clasificación del suelo: el urbano -que 
comprende las áreas fraccionadas actualmente, total o parcialmente urbanizadas de los centros 
poblados, en las que se pretende mantener o consolidar el proceso de urbanización-; el 
potencialmente urbanizable -que comprende las áreas que en función de las necesidades y previsiones 
de desarrollo urbanístico, se consideren aptas para ser urbanizadas en el futuro mediante las 
previsiones correspondientes de ordenación del territorio, es decir, mediante definiciones que tienen 
que estar contenidas en los planes de ordenación del territorio- y el no urbanizable, tercera categoría 
cuya definición ya leí. Para que esto tenga carácter normativo tiene que estar contenido en los planes 
de ordenación, como ocurre en el ejemplo muy oportuno que presentó la señora Presidenta. En ese 
caso, en el propio plan de ordenamiento de Montevideo se establece cuáles son las zonas agrícolas, 
ecológicamente significativas, de protección ambiental, etcétera. Todo esto tiene que estar 
contemplado con claridad, sobre todo porque como decíamos, el plan de ordenación del territorio no es 
un plan de desarrollo, sino que se complementa y se articula con un conjunto de planes sectoriales, 
como los de aprovechamiento agrícola, transporte, vivienda, minería, producción ganadera, producción 
granjera, etcétera. El plan de ordenamiento indica cómo distribuir la población y la actividad en el 
territorio nacional en función de los objetivos de desarrollo que están fijados en esos otros planes 
sectoriales. Entonces, los planes de aprovechamiento agrícola son parte indisoluble e integrante de la 
planificación de la ordenación del territorio, pero como planes de desarrollo agrícola o de 
aprovechamiento. 


Ahora bien, los niveles de protección a que deben ser sometidos los recursos naturales, los 
suelos, etcétera, o los valores patrimoniales -sean estos culturales o naturales-, se definen en los 
planes específicos de ordenación, aquellos que después se transforman en los planes 
interdepartamentales o los planes departamentales o locales que terminan en las ordenanzas 
correspondientes. 


SEÑOR ACUÑA.- Quiero aclarar que a partir de las tres clases primarias de clasificación del suelo, se 
establecen las subclases, y a una de ellas se refería la señora Presidenta, para el territorio rural del 
departamento de Montevideo. La propuesta admite las subclasificaciones, que son dispuestas por los 
planes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La aparición de “countries” en el Uruguay implantó dentro del territorio un 
elemento distinto. Pero otro aspecto que me preocupa es que entre el área urbanizada y el área no 
urbanizable puede haber zonas de fricción o de conflicto 


-esto se ve claramente en el entorno de los centros poblados- que hacen que la producción se retire 
de la zona porque ya no puede convivir con el área urbanizada y se generen unos vacíos extraños. No 
sé si este ordenamiento resuelve esa situación. Es un problema que, por lo menos a nivel de algunas 
ciudades, se vive con mucha fuerza. 


SEÑOR CHABALGOITY.- Creo que la observación es muy pertinente y oportuna, en la medida en que 
las interfases son las zonas de mayor fricción y de mayor conflicto en el uso del territorio. En realidad, 
lo que el proyecto habilita es el desarrollo de los instrumentos que van a fijar las definiciones para esos 
territorios en particular, es decir, el proyecto establece que los planes deben resolver esas materias. 
Estas áreas son un buen ejemplo, sobre todo en cuanto a lo que planteaba la señora Presidenta en el 
sentido de que muchas veces los suelos, aunque tengan la protección de uso agrícola, no son 
utilizados como tales y quedan abandonados: se genera el fenómeno del “baldío rural”. Aquí se da un 
buen ejemplo para lo que planteamos en el sentido de lo que es un plan de desarrollo agrícola y lo que 
es un plan de ordenamiento. El plan de ordenamiento es el que protege el uso agrícola de las áreas, 
pero si ese plan no está articulado y concomitantemente instrumentado con un plan de desarrollo 
agrícola que efectivice ese uso, se plantean los problemas que la señora Presidenta mencionaba. A mi 
juicio, creo que este ejemplo marca muy bien lo que hoy queríamos decir de los planes de 
ordenamiento y sectoriales que lo complementan y desarrollan. Esa articulación tiene que darse, de lo 
contrario, es una mera norma. 


SEÑOR ACUÑA.- Antes de retirarnos, quiero comentar que mañana se cierra la Quinta Jornada de 
Investigación de la Facultad de Arquitectura. En su culminación se va a realizar un pequeño acto 
conmemorativo por los 70 años de nuestro Instituto que nació en el año 36 del siglo pasado. A tales 
efectos, se está organizando un panel sobre la ley que estamos considerando aquí; para ello hemos 
invitado a la señora Presidenta y a través de ella, hacemos extensiva esta invitación al resto de los 
Legisladores, para que puedan estar presentes en esta actividad. Además, van a participar 
representantes de la DINOT, del Congreso de Intendentes, de la Sociedad de Arquitectos del Uruguay 
y de la Facultad de Arquitectura, concretamente, del ITU. Finalmente, se realizará un brindis para 
cerrar la jornada y para conmemorar el 70 Aniversario. Reitero que el evento será en el día de mañana 
a la hora 18 y 30. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Muchas gracias por la invitación y, probablemente, en el transcurso de la 
discusión los molestemos por otras consultas porque el tema tiene varias complejidades. 


(Se retiran de Sala los representantes del Instituto de Teoría de la Arquitectura y Urbanismo de la 
Facultad de Arquitectura) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


